
 
Proceso No. 2020-00373 
Demandante: ALEXIS YARIB MERA QUINTERO 
Demandado: HQ5 SAS y OTRO. 
 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C, A los veintisiete (27) días del mes de enero 
dos mil veintitrés (2023), se pasa al Despacho el Proceso Ordinario N° 2020-00373, 
informando que el curador ad litem de la demandada HQ5 S.A.S, designado en 
auto anterior allega escrito de aceptación del cargo designado junto con escrito de 
contestación de demanda visible en carpetas 25 y 28 del expediente digital.  
 
De otro lado, la parte demandada CICSA COLOMBIA S.A., se notifica dentro del 
presente proceso a través de su apoderado judicial de manera personal, de 
conformidad con el poder allegado en carpeta 26 folios 3 a 5. Sírvase proveer. 
 

 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES  
DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
Teniendo en cuenta el informe secretarial que antecede, es menester traer a 
colación lo normado bajo el artículo 7 de la Ley 2213 de 2022, la cual consagro:  

“Artículo 7. AUDIENCIAS. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios 

tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o por cualquier otro medio 

puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá facilitarse y 

permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual o 

telefónica. No se requerirá la autorización de que trata el parágrafo 20. del artículo 

107 del Código General del Proceso.  

 
No obstante, con autorización del titular del despacho, cualquier empleado podrá 

comunicarse con los sujetos procesales, antes de la realización de las audiencias, 

con el fin de informarles sobre”  

Por lo anterior, y de acuerdo a los parámetros establecidos, se DISPONE:  

PRIMERO: PROGRAMAR Audiencia Especial de que trata Art. 72 del C.P.T. y de 
la S.S., para el jueves dieciséis (16) de marzo de dos mil veintitrés (2023) a las 
nueve de la mañana (09:00 A.M.) la cual se efectuará a través de la herramienta 
de apoyo Microsoft teams, con la ayuda de cualquier medio tecnológico con acceso 
a internet. 

SEGUNDO: Por secretaria y para efectos de notificación, deberán remitirse 
comunicaciones a las direcciones indicadas por las partes en expediente judicial, 
de la siguiente manera: 

 



 
Proceso No. 2020-00373 
Demandante: ALEXIS YARIB MERA QUINTERO 
Demandado: HQ5 SAS y OTRO. 
 

 

Demandante alexismq20@gmail.com 3045487232 

Apoderada 
Demandante 

gambaabogadosasociados@gmail.com 
agv_siso@yahoo.es 

3182053643          
3204478507 

Demandada 
CICSA  
COLOMBIA  
S.A  

notificacionesccol@ccicsa.com.mx  
jiduranr@tabascooil.com 

  

Apoderado 
CICSA 
COLOMBIA 
S.A  

notificaciones@allabogados.com   

Demandada 
HQ5 S.A.S  

notificaciones@hq5.com.co   

Curador Ad 
litem  

promeroa@ulagrancolombia.edu.co   

 
TERCERO: SE REQUIERE a las partes del presente proceso con el fin de 
suministrar al Despacho los correos electrónicos mediante los cuales registrarán 
la asistencia a la audiencia en el menor tiempo posible, con el fin de enviar la 
invitación correspondiente a través de la aplicación Microsoft Teams.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 

 

        

              

              

     

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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Ejecutivo No.  2021-00833 
Ejecutante: SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. 

Ejecutado: SALES WAR ROOM S.A.S 

 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., A los trece (13) días del mes de enero de 
dos mil veintitrés (2023), pasa al Despacho el proceso ejecutivo laboral de única 
instancia No. 2021-00833, informando que estando dentro del término legal, el 
apoderado judicial de la parte actora allegó recurso de reposición contra el auto 
que ordenó el archivo del expediente por contumacia (carpeta 09 folios 2 a 5). 
Sírvase proveer.  

 

 
JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 

Secretaria 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por el 
apoderado judicial de la parte ejecutante, contra el auto del seis (6) de diciembre 
de dos mil veintidós (2022), para lo cual la parte recurrente motiva su recurso 
aduciendo lo siguiente: 

“Frente a las consideraciones del juzgado sea lo primero disentir del análisis 

efectuado por el Despacho para decretar la contumacia del proceso, pues, aunque se 

tiene que a través de auto ocho (8) de febrero de dos mil veintidós (2022) Dispone: 

“1. INCORPORAR al plenario la documental aludida (carpetas digitales 04 a 06). 

2. Poner en conocimiento de las misivas a la parte demandante, para lo pertinente.” 

Lo cierto es que no se fue de conocimiento de mi representada, pese a la solicitud 

incoada el 7 de abril de 2022, donde se instaba al despacho a brindar las respuestas 

de las entidades bancarias donde se remitieron los oficios, o en defecto proporcionar 

el link de la carpeta virtual, misiva que fue ignorada. 

Al respeto, es pertinente señalar que por regla general cuando estén pendientes 

actuaciones encaminadas a consumar las medidas cautelares previas en los 

procesos ejecutivos, deberán ser tramitados los respectivos oficios de embargo con 

dirección a las entidades bancarias para lograr la retención de dineros que permitan 

cubrir la obligación en mora y posterior a ello iniciar con los tramites de notificación 

del mandamiento de pago. 

Las medidas cautelares están destinadas a salvaguardar los derechos subjetivos en 

disputa y, principalmente, a garantizar la efectividad y eficacia de la administración 

de justicia, es imprescindible que las mismas se decreten y practiquen antes de que 

el titular de los derechos cautelados tenga conocimiento de ellas. Admitir lo contrario, 

haría inoperante dicha figura en cuanto le daría al demandado la oportunidad de 

eludirla, impidiéndole al juez cumplir eficazmente su objetivo de proteger el derecho 

amenazado o violado. Dicho esto, encontramos que se desconoce por la parte actora 



Ejecutivo No.  2021-00833 
Ejecutante: SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. 

Ejecutado: SALES WAR ROOM S.A.S 

 

 

el envió y respuesta de los oficios de embargo decretados, no es posible acceder a 

través de ningún medio, información que nos permita concluir el cumplimiento 

efectivo de esta disposición”.  

Aunado a lo anterior, es apropiado generarle a la parte actora, una breve sinopsis 
histórica del trámite procesal adelanto, lo primero que se advierte es que a través 
de providencia del tres (3) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) obrante en 
carpeta 2 folios 1 a 6, se libró orden de apremio promovida por SOCIEDAD 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A, 
en contra de SALES WAR ROOM S.A.S, providencia que fue notificada por estado 
No. 122 a la parte ejecutante el día siguiente 06 de diciembre de la misma 
anualidad, ordenándose a instancia de la parte actora en su numeral 09 la 
realización de la notificación persona de que trata el artículo 8 de la Ley 2213 de 
2022; para lo cual y ante la inoperancia de la notificación por la parte actora, aun 
cuando este despacho ya había orden de apremio en contra de la traída a responder 
a través de auto del seis (6) de diciembre de dos mil veintidós (2022) se dio 
aplicación a la figura de contumacia contemplada bajo el parágrafo único del 
artículo 30 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, el cual en líneas 
reza: 

“Parágrafo: Si transcurridos seis (6) meses a partir del auto admisorio de la demanda 

o de la demanda de reconvención, no se hubiere efectuado gestión alguna para su 

notificación el juez ordenara el archivo de las diligencias o dispondrá que se 

continúe el proceso con la demanda principal” (negrilla fuera de texto). 

Corolario lo anterior, es menester precisar a la parte recurrente que el legislador 
consagro el parágrafo de la norma precitada con el fin de que el operador judicial 
busque impulsar el trámite del proceso, evitando la inactividad de las partes, toda 
vez que en materia laboral, una vez instaurada la demanda, el juez debe tramitar 
el proceso hasta su culminación para en garantía de los derechos pretendidos.  

De tal manera, la orden proferida en el presente trámite procesal se encuentra 
ajustada en derecho, más aún cuando del presente caso se avizora que desde el 
auto que libro orden de apremio seis (6) de diciembre de dos mil veintidós (2022), 
no se evidencio gestión alguna por la parte actora para velar por la comparecencia 
de la traída a responder dentro del presente trámite; además si bien la parte actora 
aduce haber efectuado solicitud ante esta dependencia judicial en calenda del 07 
de abril de 2022, lo cierto es que en la secretaria de este juzgado no se evidencia 
ninguna radicación por parte del apoderado judicial de la parte actora, por cuanto 
si bien aduce haber remitido solicitud ante esta dependencia judicial, no allega 
prueba de su dicho.  

Finalmente, en relación a lo aducido por el apoderado judicial al manifestar que 
ante el decreto de medidas cautelares no es procedente la notificación de la parte 
pasiva; lo cierto es, que no existe normatividad aplicable a la teoría del recurrente, 
por tanto, las medidas de embargo decretadas en auto que libro orden de apremio, 
por más de que puedan resultar desfavorables a los intereses del aquí ejecutante, 
no por ello pueden ser consideradas como transgresoras de sus garantías 
fundamentales. 

Por lo anterior, este despacho no repone lo ordenado en auto del dieciocho (18) de 
agosto de dos mil veintidós (2022). 

Por lo anteriormente expuesto esta dependencia judicial, DISPONE: 



Ejecutivo No.  2021-00833 
Ejecutante: SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. 

Ejecutado: SALES WAR ROOM S.A.S 

 

 

PRIMERO: NO REPONER lo ordenado en auto del dieciocho (18) de agosto de dos 
mil veintidós (2022). 

 
SEGUNDO: POR SECRETARIA remítase link del expediente digital al apoderado 
judicial de la parte actora, bajo la dirección electrónica gvillegasy@porvenir.com.co.  
 
TERCERO: ESTESE a lo dispuesto en auto del pasado dieciocho (18) de agosto 
de dos mil veintidós (2022). 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 

 

        

              

              

     

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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Diana Carolina Zuluaga Duque
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Proceso No. 2022-00306 
Demandante: MARCO ANTONIO LINAREZ ALVARADO 
Demandado: ITCOM INGENIEROS Y CONSULTORES S.A.S 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C, a los once (11) días del mes de noviembre 
de dos mil veintidós (2022), se pasa al Despacho el Proceso Ordinario No. 2022-
00306, informando que la parte demandada a través de su apoderado judicial 
allega allega solicitud visible en carpeta 7 folios 1 a 14 del expediente digital. 
Sírvase proveer. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
 
 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, se advierte que la sociedad 
demandada ITCOM INGENIEROS Y CONSULTORES S.A.S., a través de su 
apoderado judicial, procedió a emitir memorial bajo el número de radicación del 
presente proceso, solicitando ser declarada a través de la figura procesal de 
conducta concluyente; así las cosas, se tendrá por notificada la llamada a juicio 
ITCOM INGENIEROS Y CONSULTORES S.A.S., en los términos previstos en el 
artículo 301 del C.G.P., dado que manifestó que conoce de la demanda.  

Teniendo en cuenta lo anterior, es menester traer a colación lo normado bajo el 
artículo 7 de la Ley 2213 de 2022, la cual consagro:  

“Artículo 7. AUDIENCIAS. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios 

tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o por cualquier otro medio 

puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá facilitarse y 

permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual o 

telefónica. No se requerirá la autorización de que trata el parágrafo 20. del artículo 

107 del Código General del Proceso.  

 
No obstante, con autorización del titular del despacho, cualquier empleado podrá 

comunicarse con los sujetos procesales, antes de la realización de las audiencias, 

con el fin de informarles sobre”  

Por lo anterior, y de acuerdo a los parámetros establecidos, se DISPONE:  

PRIMERO: Para todos los efectos, se tendrá por notificada a la sociedad 
demandada del presente proceso ITCOM INGENIEROS Y CONSULTORES S.A.S., 
en los términos previstos en el artículo 301 del C.G.P., dado que manifestó que 
conocer de la presente demanda. 

SEGUNDO: PROGRAMAR Audiencia Especial de que trata Art. 72 del C.P.T. y de 
la S.S., para el día marte catorce (14) de marzo de dos mil veintitrés (2023) a 



 
 
Proceso No. 2022-00306 
Demandante: MARCO ANTONIO LINAREZ ALVARADO 
Demandado: ITCOM INGENIEROS Y CONSULTORES S.A.S 

 

las nueve de la mañana (09:00 A.M.) la cual se efectuará a través de la 
herramienta de apoyo Microsoft teams, con la ayuda de cualquier medio 
tecnológico con acceso a internet. 

TERCERO: Por secretaria y para efectos de notificación, deberán remitirse 
comunicaciones a las direcciones indicadas por las partes en expediente judicial, 
de la siguiente manera: 

Demandante  linarez2772@gmail.com 3236457312 

Demandada contabilidad@itcomingenieria.co   

Apoderado 
Demandada 

jsuarez@agtabogados.com 3186940921 

 
CUARTO: SE REQUIERE a las partes del presente proceso con el fin de suministrar 
al Despacho los correos electrónicos mediante los cuales registrarán la asistencia 
a la audiencia en el menor tiempo posible, con el fin de enviar la invitación 
correspondiente a través de la aplicación Microsoft Teams.  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 

 

        

              

              

     

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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Proceso No. 2022-00728 
Demandante: CESAR EDUARDO PARDO CÓRDOBA 
Demandado: EULEN COLOMBIA S.A 
 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C, a los trece (13) días del mes de enero de 
dos mil veintitrés (2023), se pasa al Despacho el Proceso Ordinario N° 2022-00728, 
informando que la EULEN COLOMBIA SA, se notifica de manera personal a través 
de su apoderado judicial de conformidad con el poder allegado al plenario visible 
en carpeta 09 folios 1 a 28. 
 
En otro punto, el curador ad litem de la parte demandada designado en auto 
anterior, allega aceptación al cargo junto con escrito de contestación de demanda 
visible en carpetas 10 y 11 del expediente digital. Sírvase proveer. 
 

 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES  
DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

  
Teniendo en cuenta el informe secretarial que antecede, es menester traer a 
colación lo normado bajo el artículo 7 de la Ley 2213 de 2022, la cual consagro:  

“Artículo 7. AUDIENCIAS. Las audiencias deberán realizarse utilizando los medios 

tecnológicos a disposición de las autoridades judiciales o por cualquier otro medio 

puesto a disposición por una o por ambas partes y en ellas deberá facilitarse y 

permitirse la presencia de todos los sujetos procesales, ya sea de manera virtual o 

telefónica. No se requerirá la autorización de que trata el parágrafo 20. del artículo 

107 del Código General del Proceso.  

 
No obstante, con autorización del titular del despacho, cualquier empleado podrá 

comunicarse con los sujetos procesales, antes de la realización de las audiencias, 

con el fin de informarles sobre”  

Por lo anterior, y de acuerdo a los parámetros establecidos, se DISPONE: 
 
PRIMERO: RELEVAR del cargo de curador ad litem al Dr. JONATHAN CELIS 
RODRÍGUEZ. 
 
SEGUNDO: PROGRAMAR Audiencia Especial de que trata Art. 72 del C.P.T. y de 
la S.S., para el día miércoles quince (15) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 
a las nueve de la mañana (09:00 A.M) la cual se efectuará a través de la 
herramienta de apoyo Microsoft teams, con la ayuda de cualquier medio 
tecnológico con acceso a internet.  
 
TERCERO: Por secretaria y para efectos de notificación, deberán remitirse 
comunicaciones a las direcciones indicadas por las partes en expediente judicial, 
de la siguiente manera: 



 

Proceso No. 2022-00728 
Demandante: CESAR EDUARDO PARDO CÓRDOBA 
Demandado: EULEN COLOMBIA S.A 
 

 

 
Demandante  cesarpardo17@hotmail.com 3017872606          

3022958601  
Demandada escarpetta@eulen.com   

Apoderado 
Demandada 

felipe.jaramillo@jaramilloyjaramillo.com   

 
CUARTO: SE REQUIERE a las partes del presente proceso con el fin de suministrar 
al Despacho los correos electrónicos mediante los cuales registrarán la asistencia 
a la audiencia en el menor tiempo posible, con el fin de enviar la invitación 
correspondiente a través de la aplicación Microsoft Teams.  

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 

 

        

              

              

     

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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Ejecutivo No.  2022-01149 
Ejecutante: SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. 
Ejecutado: ALD INTEGRAL SOLUTIONS S.A.S. 

 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., A los trece (13) días del mes de enero de 
dos mil veintitrés (2023), pasa al Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo 
No. 2022-01149, informando que el apoderado judicial la parte ejecutante 
presentó recurso de reposición contra el auto que negó el mandamiento de pago en 
la presente demanda ejecutiva visible en carpeta 3 folios 3 a 10 del expediente 
digital. Sírvase Proveer. 
 

 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, procede este despacho 
judicial a resolver el recurso de reposición interpuesto por el apoderado judicial de 
la parte ejecutante, contra el auto del trece (13) de diciembre de dos mil veintidós 
(2022), para lo cual la parte recurrente motiva su recurso en lo siguiente:  

Adujo que la Resolución 2082 de 2016 es la norma que regula actualmente los 
temas en materia de cuestión y que el Capítulo 3, dispone que las administradoras 
deben abstenerse de adelantar acciones persuasivas y proceder de manera directa 
en el cobro jurídico coactivo cuando el aportante no tiene voluntad de pago, 
situación que acontece en el presente caso; por lo cual infirió la liquidación emitida 
por el fondo se emitió dentro del término establecido en el artículo 24 de la Ley 100 
de 1993 pues realizó la misma a los 15 días siguientes al requerimiento de pago, 
por cuanto considera que existe a cargo de la sociedad demandada, una obligación, 
clara, expresa y exigible, contenida en los documentos aducidos como título 
ejecutivo, por lo cual habrá de librarse mandamiento ejecutivo, por las sumas de 
dinero contenidas en la liquidación de cotizaciones obligatorias. 
 
Así mismo, infirió que el Despacho ignoró el artículo 24 de la Ley 100 de 1993 y 5° 
del Decreto 2633 de 1994 ya que estas normas en ningún momento estipulan 
sobre la obligatoriedad que hace el Despacho mediante el auto que negó el 
mandamiento ejecutivo, puesto que estas normas son claras y hacen referencia al 
hecho de la liquidación mediante la cual la administradora determina el valor 
adeudado que presta mérito ejecutivo y no de las exigencias adicionales que hace 
el juzgado. 
 
Finalmente, sostuvo que lo normando bajo la Resolución 2082 de 2016, en la cual 
el despacho argumenta la tesis que negó el mandamiento de pago, fue subrogada 
por la Resolución 1702 de 2021, y que dentro de la misma se regulan las acciones 
persuasivas y no el proceso de cobro jurídico el cual se encuentra reglamentado 
dentro de las normas de procedimiento laboral.  
 
Sobre el particular, es necesario precisar que en punto a las acciones de cobro la 
Ley 100 de 1993, en su artículo 24, señaló: 
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“Art 24.- Acciones de cobro. Corresponde a las entidades administradoras de los 

diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 

de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación que expida 

el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la 

administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo” (subrayas 

fuera de texto).   

 
Para desarrollar la función legal precedentemente trascrita, el Decreto 1161 de 
1994 su artículo 13 consagra de lo siguiente:  
 
“Articulo 13.- ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades 

administradoras de los diferentes regímenes entablar contra los empleadores las 

acciones de cobro de las cotizaciones que se encuentren en mora así como de los 

intereses de mora a que haya lugar, pudiendo repetir contra los respectivos 

empleadores por los costos que haya demandado el trámite pertinente, en los 

términos señalados en el literal h) del artículo 14 del decreto 656 de 1994. 

 

Estas acciones deberán iniciarse de manera extrajudicial a más tardar 
dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora. 

Lo anterior es aplicable inclusive a las administradoras del Régimen de Prima Media 

con Prestación Definida, las cuales podrán iniciar los correspondientes procesos 

coactivos para hacer efectivos sus créditos de conformidad con el artículo 79 del 

Código Contencioso Administrativo y el artículo 112 de la Ley 6 de 1992 y demás 

normas que los adicionen o reformen. 
 

Parágrafo. En aquellos casos en que sea pertinente, las administradoras deberán 

informar al Fondo de Solidaridad Pensional sobre las acciones de cobro que deban 

adelantarse, con el objeto de que éste, si lo estima pertinente y por conducto de su 

representante, tome participación en el correspondiente proceso” (negrilla fuera de 
texto). 

 

Aunado a ello, el artículo 2º del Decreto 2633 de 1994 regula el trámite que se 
debe agotar con posterioridad a los plazos otorgados para que los empleadores 
realizan las consignaciones por concepto de aportes adeudados, en los siguientes 
términos:  
 
“Del procedimiento para constituir en mora al empleador. Vencidos los plazos 
señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de los 
empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 

empleador moroso lo requerirá, si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la 

liquidación, la cual presentará mérito ejecutivo de conformidad con el artículo 24 de 

la Ley 100 de 1993” (negrillas fuera de texto original) 
 
En el mismo sentido el artículo 5 Ibidem señala que “Cobro por jurisdicción ordinaria. 

(…) Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por 

parte de los empleadores la entidad administradora, mediante comunicación 
dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días 

siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a 

elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993" (negrillas fuera de texto 
original).  
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Así mismo, se han emitido varios decretos que regulan el trámite de cobro e 
igualmente resoluciones por parte de la UGPP, la cual en Resolución 2082 de 2016, 
consagro en sus artículos 11. 12,13, 21 y 22 lo siguiente:  
 
“ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que 

las administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) 
meses contado ·a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste 

mérito ejecutivo sin perjuicio de lo dispuesto en las normas legales aplicables al 

respectivo subsistema. Y para las administradoras públicas, el plazo máximo para 

expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 

ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras 

constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como 

mínimo dos veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días 

calendario siguientes a la constitución 1 firmeza del título ejecutivo, según el caso, y 

el segundo, dentro de los treinta (30) días calendario siguientes a la fecha en que se 

realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) días calendario, de 

conformidad con los criterios que se definen en el Anexo Técnico Capítulo 3. 

ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las 

administradoras contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a 

las acciones de cobro coactivo o judicial, según el caso. 

ARTÍCULO 21. Periodo de Transición y Vigencia. La presente resolución 

comenzará a regir en el término de cuatro (4) meses contados a partir de su 

publicación, sin perjuicio que durante este periodo se continúe con lo establecido en 

la Resolución número 444 del 28 de junio de 2013, la cual una vez cumplido el 

periodo de transición quedará sin efectos y se aplicará de manera integral la 

presente resolución”. (Negrilla fuera de texto).  

Además, en Resolución 1702 de 2021 del 29 de diciembre de 2021, se ha señalado 
en sus artículos 10, 11 y 12 lo siguiente:  
 
“ARTÍCULO 10. CONSTITUCIÓN DEL TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará 

que las administradoras privadas y públicas hayan expedido en un plazo máximo 

de nueve (9) meses contados a partir de la fecha límite de pago, la liquidación 

o acto administrativo que preste mérito ejecutivo, según el caso, sin perjuicio de lo 

dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. 

 

(…) 

 

ARTÍCULO 11. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras 

constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como 

mínimo dos veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) 

días calendario siguientes a la constitución o a la firmeza del título ejecutivo, según 

se trate de entidad privada o pública, respectivamente, y el segundo, dentro de los 

treinta (30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer 

contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los 

criterios que se definen en el Anexo Técnico Capítulo 3. 

 

PARÁGRAFO: No se adelantarán las acciones persuasivas cuando la cartera en 

mora presente las condiciones de incobrabilidad señaladas en el Anexo Técnico, o 

cuando la política de cobro establecida por la administradora así lo considere. En 

estos casos, se procederá de manera directa al cobro coactivo o judicial, según 

corresponda. 
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ARTÍCULO 12. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las 

administradoras contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para iniciar las 

acciones de cobro coactivo o judicial, según el caso. 

 

ARTÍCULO 22. PERIODO DE TRANSICIÓN Y VIGENCIA. El presente acto subroga 

la Resolución 2082 de 2016 a partir de los seis (6) meses siguientes a su 
publicación, periodo durante el cual la Resolución 2082 de 2016 mantendrá su 

vigencia.”. (Negrilla fuera de texto).  

Al tenor de las normas trascrita es preciso señalar que el proceso ejecutivo tiene 

como finalidad el cumplimiento forzado de una obligación, la cual debe constar en 
un documento que contiene el título, por lo que analizada su procedibilidad resulta 
necesario contrastarlo con las condiciones formales que debe reunir el documento 
base de la acción, revistiendo por lo tanto el carácter de requisito ad-solemnitatem 
y no simplemente ad probationen, siendo innegable que debe presentarse junto con 
la demanda todos los documentos que contengan la obligación exigible, si fuere del 
caso. 

En efecto, como ya se anotó en el auto materia de reproche, armonizando lo 
previsto en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2633 de 1994 en sus 
artículos 2 y 5, además de lo consagrado bajo Resolución 2082 de 2016 emitida 
por la UGPP, relativa a los estándares de acciones de cobro que deben implementar 
las Administradoras de Fondos de Pensiones, entre los cuales tal y como se adujo 
en precedencia por esta funcionaria judicial, se encuentra como exigibilidad haber 
presentado dentro de los 3 meses siguientes a la mora las acciones de cobro, 
requisito que se encuentra consagrado de conformidad con las normas traídas  
colación en auto recurrido y dentro de la presente providencia; pues tal como se 
adujo con anterioridad, los periodos requeridos por mora en relación con el 
empleador ALD INTEGRAL SOLUTIONS S.A.S., correspondiente por un (01) 
trabajador por los periodos comprendidos entre abril a junio del año dos mil 
veintidós (2022); se encuentra el aludido requerimiento por fuera del término legal 
establecido, por lo que se debía adelantar las gestiones dentro de los tres meses 
siguientes a constituida la mora y esta se consagro hasta el veintinueve (29) de 
agosto de dos mil veintidós (2022), además tal como indica en providencia anterior, 
si bien, los aportes en mora correspondiente por los meses de mayo a junio del año 
2022, los mismos se encuentran dentro del término de los 3 meses, lo cierto es 
que el titulo base de ejecución, no puede ser dividido teniendo en cuenta el aporte 
de este mes y de los demás, ya que el título ejecutivo es la liquidación completa 
efectuada por la AFP junto con el cumplimiento de los requisitos mencionados 
anteriormente. 
 
Aunado a lo anterior, es menester precisar que de conformidad con una 
interpretación exhaustiva a los normas precitadas, acogiéndose como nueva 
postura jurídica los precedentes normativos establecidos es criterio de esta 
operadora judicial, estudiar de manera armónica todas las disposiciones que 
regulan la materia, pues no es viable, como lo solicita la parte recurrente, dar plena 
aplicación únicamente a las normas que estima conveniente para la anualidad de 
los periodos en mora que pretenden sean objeto de orden de apremio, 
desconociendo lo dispuesto en los Decretos especiales aplicables a este 
subsistema, que se armonizan con las resoluciones expedidas por la unidad 
administrativa- UGPP con vigencia el pasado 06 de octubre del año 2016 y hasta 
el 29 de junio de la presente anualidad.  
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A esto se le suma, que esta dependencia judicial no desconoce lo relacionado bajo 
la Resolución 1702 de 2021, la cual amplió el término para emitir la liquidación a 
9 meses; no obstante, dentro del auto que negó mandamiento este término no fue 
objeto de estudio, más aun cuando esta no resulta aplicable en el caso de marras, 
toda vez que su vigencia inició el 29 de junio de 2022 lo que implica que el término 
que refiere para realizar la respectiva liquidación solo es aplicable para aportes 
cuya mora se constituya con posterioridad.  
 
Por otra parte, es menester establecer que para determinar el procedimiento que 
se debe adelantar, es necesario estudiar de manera armónica todas las 
disposiciones que regulan la materia, pues no es viable, como lo solicita la parte 
recurrente, dar plena aplicación únicamente a las normas que estima convenientes 
desconociendo lo dispuesto en los Decretos especiales aplicables a este subsistema, 
que se armonizan con las resoluciones expedidas por la unidad administrativa- 
UGPP. 

Al igual, en relación a la aplicación de lo aducido bajo el capítulo 3 numeral 3 de 
la Resolución 2082 de 2016 expedida por la UGPP, en primer lugar, es menester 
aclarar que dentro de las acciones de cobro persuasivo se deben adelantar todas 
las obligaciones en mora que presenten los aportantes ante las administradoras 
que no se les haya iniciado cobro jurídico o coactivo, según sea el caso, y además 
no presenten riesgo de incobrabilidad; así mismo, establece que, cuando exista el 
riesgo de incobrabilidad se deben abstener de adelantar las acciones persuasivas 
y de forma directa proceder al cobro jurídico coactivo que corresponda, cuando el 
aportante no tiene voluntad de pago, de acuerdo con la manifestación expresa que 
haga en este sentido a la Administradora por cualquier medio que permita su 
posterior verificación; para lo cual, dentro del acervo probatorio allegado al 
plenario, no se advierte en este caso que la sociedad ejecutante haya aportado 
misiva o pruebas que permita establecer la no voluntad de pago por la traída a 
responder y que exista riesgo de incobrabilidad. 
 
En conclusión, con lo preceptuado a juicio de este Despacho, al no cumplirse los 
requisitos allí dispuestos no se constituye el título ejecutivo de conformidad con el 
artículo 100 del C.P.T y la S.S, en concordancia con el art. 422 del C.G.P. 
 
Finalmente, se verifica que dentro del presente asunto no existen más trámites 
pendientes por resolver, razón por la cual se da aplicación a lo establecido en el 
Art. 122 del C.G.P. por integración normativa del Art. 145 del C.P.T. y de la S.S.  
 
En mérito de lo expuesto, este Despacho DISPONE:  
 
PRIMERO: NO REPONER el auto del trece (13) de diciembre de dos mil veintidós 
(2022), que negó el mandamiento de pago en la presente demanda ejecutiva.  
 
SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente previo a las desanotaciones que 
correspondan.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 
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JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., A los trece (13) días del mes de enero de 
dos mil veintitrés (2023), pasa al Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo 
No. 2022-01151, informando que el apoderado judicial la parte ejecutante 
presentó recurso de reposición contra el auto que negó el mandamiento de pago en 
la presente demanda ejecutiva visible en carpeta 3 folios 3 a 10 del expediente 
digital. Sírvase Proveer. 
 

 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, procede este despacho 
judicial a resolver el recurso de reposición interpuesto por el apoderado judicial de 
la parte ejecutante, contra el auto del trece (13) de diciembre de dos mil veintidós 
(2022), para lo cual la parte recurrente motiva su recurso en lo siguiente:  

Adujo que la Resolución 2082 de 2016 es la norma que regula actualmente los 
temas en materia de cuestión y que el Capítulo 3, dispone que las administradoras 
deben abstenerse de adelantar acciones persuasivas y proceder de manera directa 
en el cobro jurídico coactivo cuando el aportante no tiene voluntad de pago, 
situación que acontece en el presente caso; por lo cual infirió la liquidación emitida 
por el fondo se emitió dentro del término establecido en el artículo 24 de la Ley 100 
de 1993 pues realizó la misma a los 15 días siguientes al requerimiento de pago, 
por cuanto considera que existe a cargo de la sociedad demandada, una obligación, 
clara, expresa y exigible, contenida en los documentos aducidos como título 
ejecutivo, por lo cual habrá de librarse mandamiento ejecutivo, por las sumas de 
dinero contenidas en la liquidación de cotizaciones obligatorias. 
 
Así mismo, infirió que el Despacho ignoró el artículo 24 de la Ley 100 de 1993 y 5° 
del Decreto 2633 de 1994 ya que estas normas en ningún momento estipulan 
sobre la obligatoriedad que hace el Despacho mediante el auto que negó el 
mandamiento ejecutivo, puesto que estas normas son claras y hacen referencia al 
hecho de la liquidación mediante la cual la administradora determina el valor 
adeudado que presta mérito ejecutivo y no de las exigencias adicionales que hace 
el juzgado. 
 
Finalmente, sostuvo que lo normando bajo la Resolución 2082 de 2016, en la cual 
el despacho argumenta la tesis que negó el mandamiento de pago, fue subrogada 
por la Resolución 1702 de 2021, y que dentro de la misma se regulan las acciones 
persuasivas y no el proceso de cobro jurídico el cual se encuentra reglamentado 
dentro de las normas de procedimiento laboral.  
 
Sobre el particular, es necesario precisar que en punto a las acciones de cobro la 
Ley 100 de 1993, en su artículo 24, señaló: 
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“Art 24.- Acciones de cobro. Corresponde a las entidades administradoras de los 

diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 

de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación que expida 

el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la 

administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo” (subrayas 

fuera de texto).   

 
Para desarrollar la función legal precedentemente trascrita, el Decreto 1161 de 
1994 su artículo 13 consagra de lo siguiente:  
 
“Articulo 13.- ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades 

administradoras de los diferentes regímenes entablar contra los empleadores las 

acciones de cobro de las cotizaciones que se encuentren en mora así como de los 

intereses de mora a que haya lugar, pudiendo repetir contra los respectivos 

empleadores por los costos que haya demandado el trámite pertinente, en los 

términos señalados en el literal h) del artículo 14 del decreto 656 de 1994. 

 

Estas acciones deberán iniciarse de manera extrajudicial a más tardar 
dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora. 

Lo anterior es aplicable inclusive a las administradoras del Régimen de Prima Media 

con Prestación Definida, las cuales podrán iniciar los correspondientes procesos 

coactivos para hacer efectivos sus créditos de conformidad con el artículo 79 del 

Código Contencioso Administrativo y el artículo 112 de la Ley 6 de 1992 y demás 

normas que los adicionen o reformen. 
 

Parágrafo. En aquellos casos en que sea pertinente, las administradoras deberán 

informar al Fondo de Solidaridad Pensional sobre las acciones de cobro que deban 

adelantarse, con el objeto de que éste, si lo estima pertinente y por conducto de su 

representante, tome participación en el correspondiente proceso” (negrilla fuera de 
texto). 

 

Aunado a ello, el artículo 2º del Decreto 2633 de 1994 regula el trámite que se 
debe agotar con posterioridad a los plazos otorgados para que los empleadores 
realizan las consignaciones por concepto de aportes adeudados, en los siguientes 
términos:  
 
“Del procedimiento para constituir en mora al empleador. Vencidos los plazos 
señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de los 
empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 

empleador moroso lo requerirá, si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la 

liquidación, la cual presentará mérito ejecutivo de conformidad con el artículo 24 de 

la Ley 100 de 1993” (negrillas fuera de texto original) 
 
En el mismo sentido el artículo 5 Ibidem señala que “Cobro por jurisdicción ordinaria. 

(…) Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por 

parte de los empleadores la entidad administradora, mediante comunicación 
dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días 

siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a 

elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993" (negrillas fuera de texto 
original).  
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Así mismo, se han emitido varios decretos que regulan el trámite de cobro e 
igualmente resoluciones por parte de la UGPP, la cual en Resolución 2082 de 2016, 
consagro en sus artículos 11. 12,13, 21 y 22 lo siguiente:  
 
“ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que 

las administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) 
meses contado ·a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste 

mérito ejecutivo sin perjuicio de lo dispuesto en las normas legales aplicables al 

respectivo subsistema. Y para las administradoras públicas, el plazo máximo para 

expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 

ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras 

constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como 

mínimo dos veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días 

calendario siguientes a la constitución 1 firmeza del título ejecutivo, según el caso, y 

el segundo, dentro de los treinta (30) días calendario siguientes a la fecha en que se 

realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) días calendario, de 

conformidad con los criterios que se definen en el Anexo Técnico Capítulo 3. 

ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las 

administradoras contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a 

las acciones de cobro coactivo o judicial, según el caso. 

ARTÍCULO 21. Periodo de Transición y Vigencia. La presente resolución 

comenzará a regir en el término de cuatro (4) meses contados a partir de su 

publicación, sin perjuicio que durante este periodo se continúe con lo establecido en 

la Resolución número 444 del 28 de junio de 2013, la cual una vez cumplido el 

periodo de transición quedará sin efectos y se aplicará de manera integral la 

presente resolución”. (Negrilla fuera de texto).  

Además, en Resolución 1702 de 2021 del 29 de diciembre de 2021, se ha señalado 
en sus artículos 10, 11 y 12 lo siguiente:  
 
“ARTÍCULO 10. CONSTITUCIÓN DEL TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará 

que las administradoras privadas y públicas hayan expedido en un plazo máximo 

de nueve (9) meses contados a partir de la fecha límite de pago, la liquidación 

o acto administrativo que preste mérito ejecutivo, según el caso, sin perjuicio de lo 

dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. 

 

(…) 

 

ARTÍCULO 11. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras 

constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como 

mínimo dos veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) 

días calendario siguientes a la constitución o a la firmeza del título ejecutivo, según 

se trate de entidad privada o pública, respectivamente, y el segundo, dentro de los 

treinta (30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer 

contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los 

criterios que se definen en el Anexo Técnico Capítulo 3. 

 

PARÁGRAFO: No se adelantarán las acciones persuasivas cuando la cartera en 

mora presente las condiciones de incobrabilidad señaladas en el Anexo Técnico, o 

cuando la política de cobro establecida por la administradora así lo considere. En 

estos casos, se procederá de manera directa al cobro coactivo o judicial, según 

corresponda. 
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ARTÍCULO 12. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las 

administradoras contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para iniciar las 

acciones de cobro coactivo o judicial, según el caso. 

 

ARTÍCULO 22. PERIODO DE TRANSICIÓN Y VIGENCIA. El presente acto subroga 

la Resolución 2082 de 2016 a partir de los seis (6) meses siguientes a su 
publicación, periodo durante el cual la Resolución 2082 de 2016 mantendrá su 

vigencia.”. (Negrilla fuera de texto).  

Al tenor de las normas trascrita es preciso señalar que el proceso ejecutivo tiene 

como finalidad el cumplimiento forzado de una obligación, la cual debe constar en 
un documento que contiene el título, por lo que analizada su procedibilidad resulta 
necesario contrastarlo con las condiciones formales que debe reunir el documento 
base de la acción, revistiendo por lo tanto el carácter de requisito ad-solemnitatem 
y no simplemente ad probationen, siendo innegable que debe presentarse junto con 
la demanda todos los documentos que contengan la obligación exigible, si fuere del 
caso. 

En efecto, como ya se anotó en el auto materia de reproche, armonizando lo 
previsto en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2633 de 1994 en sus 
artículos 2 y 5, además de lo consagrado bajo Resolución 2082 de 2016 emitida 
por la UGPP, relativa a los estándares de acciones de cobro que deben implementar 
las Administradoras de Fondos de Pensiones, entre los cuales tal y como se adujo 
en precedencia por esta funcionaria judicial, se encuentra como exigibilidad haber 
presentado dentro de los 3 meses siguientes a la mora las acciones de cobro, 
requisito que se encuentra consagrado de conformidad con las normas traídas  
colación en auto recurrido y dentro de la presente providencia; pues tal como se 
adujo con anterioridad, los periodos requeridos por mora en relación con el 
empleador FERREDEPOSITO ACME S.A.S., correspondiente por un (01) 
trabajador por los periodos comprendidos entre diciembre del año dos mil 
veintiuno (2021) a junio del año dos mil veintidós (2022); se encuentra el aludido 
requerimiento por fuera del término legal establecido, por lo que se debía adelantar 
las gestiones dentro de los tres meses siguientes a constituida la mora y esta se 
consagro hasta el veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022), además 
tal como indica en providencia anterior, si bien, los aportes en mora 
correspondiente por los meses de abril a junio del año 2022, los mismos se 
encuentran dentro del término de los 3 meses, lo cierto es que el titulo base de 
ejecución, no puede ser dividido teniendo en cuenta el aporte de este mes y de los 
demás, ya que el título ejecutivo es la liquidación completa efectuada por la AFP 
junto con el cumplimiento de los requisitos mencionados anteriormente. 
 
Aunado a lo anterior, es menester precisar que de conformidad con una 
interpretación exhaustiva a los normas precitadas, acogiéndose como nueva 
postura jurídica los precedentes normativos establecidos es criterio de esta 
operadora judicial, estudiar de manera armónica todas las disposiciones que 
regulan la materia, pues no es viable, como lo solicita la parte recurrente, dar plena 
aplicación únicamente a las normas que estima conveniente para la anualidad de 
los periodos en mora que pretenden sean objeto de orden de apremio, 
desconociendo lo dispuesto en los Decretos especiales aplicables a este 
subsistema, que se armonizan con las resoluciones expedidas por la unidad 
administrativa- UGPP con vigencia el pasado 06 de octubre del año 2016 y hasta 
el 29 de junio de la presente anualidad.  
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A esto se le suma, que esta dependencia judicial no desconoce lo relacionado bajo 
la Resolución 1702 de 2021, la cual amplió el término para emitir la liquidación a 
9 meses; no obstante, dentro del auto que negó mandamiento este término no fue 
objeto de estudio, más aun cuando esta no resulta aplicable en el caso de marras, 
toda vez que su vigencia inició el 29 de junio de 2022 lo que implica que el término 
que refiere para realizar la respectiva liquidación solo es aplicable para aportes 
cuya mora se constituya con posterioridad.  
 
Por otra parte, es menester establecer que para determinar el procedimiento que 
se debe adelantar, es necesario estudiar de manera armónica todas las 
disposiciones que regulan la materia, pues no es viable, como lo solicita la parte 
recurrente, dar plena aplicación únicamente a las normas que estima convenientes 
desconociendo lo dispuesto en los Decretos especiales aplicables a este subsistema, 
que se armonizan con las resoluciones expedidas por la unidad administrativa- 
UGPP. 

Al igual, en relación a la aplicación de lo aducido bajo el capítulo 3 numeral 3 de 
la Resolución 2082 de 2016 expedida por la UGPP, en primer lugar, es menester 
aclarar que dentro de las acciones de cobro persuasivo se deben adelantar todas 
las obligaciones en mora que presenten los aportantes ante las administradoras 
que no se les haya iniciado cobro jurídico o coactivo, según sea el caso, y además 
no presenten riesgo de incobrabilidad; así mismo, establece que, cuando exista el 
riesgo de incobrabilidad se deben abstener de adelantar las acciones persuasivas 
y de forma directa proceder al cobro jurídico coactivo que corresponda, cuando el 
aportante no tiene voluntad de pago, de acuerdo con la manifestación expresa que 
haga en este sentido a la Administradora por cualquier medio que permita su 
posterior verificación; para lo cual, dentro del acervo probatorio allegado al 
plenario, no se advierte en este caso que la sociedad ejecutante haya aportado 
misiva o pruebas que permita establecer la no voluntad de pago por la traída a 
responder y que exista riesgo de incobrabilidad. 
 
En conclusión, con lo preceptuado a juicio de este Despacho, al no cumplirse los 
requisitos allí dispuestos no se constituye el título ejecutivo de conformidad con el 
artículo 100 del C.P.T y la S.S, en concordancia con el art. 422 del C.G.P. 
 
Finalmente, se verifica que dentro del presente asunto no existen más trámites 
pendientes por resolver, razón por la cual se da aplicación a lo establecido en el 
Art. 122 del C.G.P. por integración normativa del Art. 145 del C.P.T. y de la S.S.  
 
En mérito de lo expuesto, este Despacho DISPONE:  
 
PRIMERO: NO REPONER el auto del trece (13) de diciembre de dos mil veintidós 
(2022), que negó el mandamiento de pago en la presente demanda ejecutiva.  
 
SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente previo a las desanotaciones que 
correspondan.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 
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JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., A los trece (13) días del mes enero de dos 
mil veintitrés (2023), pasa al Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo No. 
2022-01164, informando que el apoderado judicial de la parte ejecutante presentó 
recurso de reposición contra el auto que negó el mandamiento de pago en la 
presente demanda ejecutiva visible en carpeta 03 folios 2 y 3. Sírvase Proveer. 
 

 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
De acuerdo con el informe que antecede, y una vez revisado el expediente, procede 
el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por el apoderado 
judicial de la parte ejecutante, contra el auto del trece (13) de diciembre de dos mil 
veintidós (2022), para lo cual la parte recurrente motiva su recurso en lo siguiente:  
 
Adujo que la liquidación emitida por el fondo contiene una obligación clara, expresa 
y exigible y que constituye plena prueba contra el deudor; toda vez que se efectuó 
dentro del término establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993 pues realizó 
la misma a los 15 días siguientes al requerimiento de pago, por cuanto considera 
que existe a cargo de la sociedad demandada, una obligación, clara, expresa y 
exigible, contenida en los documentos aducidos como título ejecutivo, por lo cual 
habrá de librarse mandamiento ejecutivo, por las sumas de dinero contenidas en 
la liquidación de cotizaciones obligatorias. 
 
Además, afirmó que el aviso de incumplimiento exigido dentro de los estándares de 
cobro, se entiende cumplido con el requerimiento dispuesto en el artículo 2.2.3.3.8 
del Decreto Único Reglamentario 1833 de 2016, precisando que es una actuación 
previa a la constitución del título ejecutivo. 
 
Sobre el particular, es necesario precisar que en punto a las acciones de cobro la 
Ley 100 de 1993, en su artículo 24, señaló: 
 

“Art 24.- Acciones de cobro. Corresponde a las entidades administradoras de los 

diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 

de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación que expida 

el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la 

administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo” (subrayas 

fuera de texto).   

 
Para desarrollar la función legal precedentemente trascrita, el Decreto 1161 de 
1994 su artículo 13 consagra de lo siguiente:  
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“Articulo 13.- ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades 

administradoras de los diferentes regímenes entablar contra los empleadores las 

acciones de cobro de las cotizaciones que se encuentren en mora así como de los 

intereses de mora a que haya lugar, pudiendo repetir contra los respectivos 

empleadores por los costos que haya demandado el trámite pertinente, en los 

términos señalados en el literal h) del artículo 14 del decreto 656 de 1994. 

 

Estas acciones deberán iniciarse de manera extrajudicial a más tardar 
dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora. 

Lo anterior es aplicable inclusive a las administradoras del Régimen de Prima Media 

con Prestación Definida, las cuales podrán iniciar los correspondientes procesos 

coactivos para hacer efectivos sus créditos de conformidad con el artículo 79 del 

Código Contencioso Administrativo y el artículo 112 de la Ley 6 de 1992 y demás 

normas que los adicionen o reformen. 
 

Parágrafo. En aquellos casos en que sea pertinente, las administradoras deberán 

informar al Fondo de Solidaridad Pensional sobre las acciones de cobro que deban 

adelantarse, con el objeto de que éste, si lo estima pertinente y por conducto de su 

representante, tome participación en el correspondiente proceso” (negrilla fuera de 
texto). 

 

Aunado a ello, el artículo 2º del Decreto 2633 de 1994 regula el trámite que se 
debe agotar con posterioridad a los plazos otorgados para que los empleadores 
realizan las consignaciones por concepto de aportes adeudados, en los siguientes 
términos:  
 
“Del procedimiento para constituir en mora al empleador. Vencidos los plazos 
señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de los 
empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 

empleador moroso lo requerirá, si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la 

liquidación, la cual presentará mérito ejecutivo de conformidad con el artículo 24 de 

la Ley 100 de 1993” (negrillas fuera de texto original) 
 
En el mismo sentido el artículo 5 Ibidem señala que “Cobro por jurisdicción ordinaria. 

(…) Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por 

parte de los empleadores la entidad administradora, mediante comunicación 
dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días 

siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a 

elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993" (negrillas fuera de texto 
original).  
 
Así mismo, se han emitido varios decretos que regulan el trámite de cobro e 
igualmente resoluciones por parte de la UGPP, la cual en Resolución 2082 de 2016, 
consagro en sus artículos 11. 12 y 13, lo siguiente:  
 
“ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que 

las administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) 
meses contado ·a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste 

mérito ejecutivo sin perjuicio de lo dispuesto en las normas legales aplicables al 

respectivo subsistema. Y para las administradoras públicas, el plazo máximo para 

expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 
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ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras 

constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como 

mínimo dos veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días 

calendario siguientes a la constitución 1 firmeza del título ejecutivo, según el caso, y 

el segundo, dentro de los treinta (30) días calendario siguientes a la fecha en que se 

realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) días calendario, de 

conformidad con los criterios que se definen en el Anexo Técnico Capítulo 3. 

ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las 

administradoras contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a 

las acciones de cobro coactivo o judicial, según el caso”. (Negrilla fuera de texto). 

Además, en Resolución 1702 de 2021 del 29 de diciembre de 2021, se ha señalado 
en sus artículos 10, 11 y 12 lo siguiente:  
 
“ARTÍCULO 10. CONSTITUCIÓN DEL TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará 

que las administradoras privadas y públicas hayan expedido en un plazo máximo 

de nueve (9) meses contados a partir de la fecha límite de pago, la liquidación 

o acto administrativo que preste mérito ejecutivo, según el caso, sin perjuicio de lo 

dispuesto en las normas legales aplicables al respectivo subsistema. 

 

(…) 

 

ARTÍCULO 11. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras 

constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como 

mínimo dos veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) 

días calendario siguientes a la constitución o a la firmeza del título ejecutivo, según 

se trate de entidad privada o pública, respectivamente, y el segundo, dentro de los 

treinta (30) días calendario siguientes a la fecha en que se realizó el primer 

contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) días calendario, de conformidad con los 

criterios que se definen en el Anexo Técnico Capítulo 3. 

 

PARÁGRAFO: No se adelantarán las acciones persuasivas cuando la cartera en 

mora presente las condiciones de incobrabilidad señaladas en el Anexo Técnico, o 

cuando la política de cobro establecida por la administradora así lo considere. En 

estos casos, se procederá de manera directa al cobro coactivo o judicial, según 

corresponda. 

 

ARTÍCULO 12. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las 

administradoras contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para iniciar las 

acciones de cobro coactivo o judicial, según el caso. 

 

ARTÍCULO 22. PERIODO DE TRANSICIÓN Y VIGENCIA. El presente acto subroga 

la Resolución 2082 de 2016 a partir de los seis (6) meses siguientes a su 
publicación, periodo durante el cual la Resolución 2082 de 2016 mantendrá su 

vigencia.”. (Negrilla fuera de texto).  

 

Al tenor de las normas trascrita es preciso señalar que el proceso ejecutivo tiene 
como finalidad el cumplimiento forzado de una obligación, la cual debe constar en 
un documento que contiene el título, por lo que analizada su procedibilidad resulta 
necesario contrastarlo con las condiciones formales que debe reunir el documento 
base de la acción, revistiendo por lo tanto el carácter de requisito ad-solemnitatem 
y no simplemente ad probationen, siendo innegable que debe presentarse junto con 
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la demanda todos los documentos que contengan la obligación exigible, si fuere del 
caso. 
 
En efecto, como ya se anotó en el auto materia de reproche, armonizando lo previsto 
en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2633 de 1994 en sus artículos 
2 y 5, además de lo consagrado bajo Resolución 2082 de 2016 emitida por la UGPP, 
relativa a los estándares de acciones de cobro que deben implementar las 
Administradoras de Fondos de Pensiones, entre los cuales tal y como se adujo en 
precedencia por esta funcionaria judicial, se encuentra como exigibilidad haber 
presentado dentro de los 3 meses siguientes a la mora las acciones de cobro, 
requisito que se encuentra consagrado de conformidad con las normas traídas  
colación en auto recurrido y dentro de la presente providencia; pues tal como se 
adujo con anterioridad, los periodos requeridos por mora en relación con el 
empleador ACABADOS Y DECORACIONES J.A. S.A.S, correspondiente por un 
(01) trabajador por los periodos entre noviembre del año dos mil dieciséis (2016) a 
julio del año dos mil diecisiete (2017); se encuentra el aludido requerimiento por 
fuera del término legal establecido, por lo que se debía adelantar las gestiones 
dentro de los tres meses siguientes a constituida la mora y esta se consagro hasta 
el veintidós (22) de febrero de dos mil veintidós (2022); además es menester 
precisar, que en el caso de marras dicho requerimiento no se encuentra cumplidos 
los requisitos establecidos bajo la Resolución 2082 de 2016, que lo pretendido 
corresponde a las cotizaciones adeudadas por los periodos de noviembre del año 
dos mil dieciséis (2016) a julio del año dos mil diecisiete (2017); para lo cual tal y 
como aduce la norma citada se tiene que la fecha límite para la realización de la 
liquidación es dentro del término máximo de cuatro (4) meses contado a partir de 
la fecha límite de pago, que en el presente caso, corresponde como fecha límite de 
pago el momento en que se adeudan los periodos correspondientes, por cuanto la 
procedencia de la liquidación hasta el mes de diciembre del año dos mil diecisiete 
(2017); no obstante, la misma fue realizada hasta el 03 de octubre de dos mil 
veintidós (2022); esto es, pasados más de los 4 meses establecidos en la norma. 
 
Así mismo, y de conformidad con el análisis legal de las normas citadas, es claro 
que para que se establezca el título base de ejecución la parte interesada debe 
cumplir unos requisitos, entre los cuales se encuentran haber presentado dentro 
de los 3 meses siguientes a la mora las acciones de cobro requisito que, contrario 
a lo señalado por el apoderado judicial de la sociedad ejecutante, sí es necesario 
para constituir el título judicial y además encuentra fundamento no solo en el 
artículo 13 del Decreto 1161 de 1994, sino bajo el artículo 2.2.3.3.3 del Decreto 
1833 de 2016, por cuanto dichos son normas rectoras que regula el presente 
trámite y de los cuales se encuentra en la obligación de cumplir. 
 
Por último, es preciso indicar que, en concordancia con una interpretación 
exhaustiva a las normas precitadas, acogiéndose como nueva postura jurídica los 
precedentes normativos establecidos es criterio de esta operadora judicial, estudiar 
de manera armónica todas las disposiciones que regulan la materia. 
 
En conclusión, con lo preceptuado a juicio de este Despacho, al no cumplirse los 
requisitos allí dispuestos no se constituye el título ejecutivo de conformidad con el 
artículo 100 del C.P.T y la S.S, en concordancia con el art. 422 del C.G.P. 
 
Finalmente, se verifica que dentro del presente asunto no existen más trámites 
pendientes por resolver, razón por la cual se da aplicación a lo establecido en el 
Art. 122 del C.G.P. por integración normativa del Art. 145 del C.P.T. y de la S.S.  
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En mérito de lo expuesto, este Despacho DISPONE:  
 
PRIMERO: NO REPONER el auto del trece (13) de diciembre de dos mil veintidós 
(2022), que negó el mandamiento de pago en la presente demanda ejecutiva.  
 
SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente previo a las desanotaciones que 
correspondan.  
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 

 

        

              

              

     

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., A los trece (13) días del mes de enero de 
dos mil veintitrés (2023), pasa al Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo 
No. 2022-01165, informando que la apoderada judicial de la parte ejecutante 
presentó recurso de reposición contra el auto que negó el mandamiento de pago en 
la presente demanda ejecutiva visible en carpeta 03 folios 1 a 4 del expediente 
digital. Sírvase Proveer. 
 
 

 
JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 

Secretaria 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
De acuerdo con el informe que antecede, y una vez revisado el expediente, procede 
el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por la apoderada 
judicial de la parte ejecutante, contra el auto del trece (13) de diciembre de dos mil 
veintidós (2022), para lo cual la parte recurrente motiva su recurso en lo siguiente:  
 
Adujo que la liquidación emitida por el fondo contiene una obligación clara, expresa 
y exigible y que constituye plena prueba contra el deudor; por lo que, se encuentra 
que el requerimiento efectuado contiene información clara, debidamente 
discriminada e identificada de los rubros que se adeudan por parte de la parte 
pasiva; indicando que con posterioridad se le otorgó el término al empleador de 15 
días para que se pronunciara, sin embargo, el mismo guardo silencio, motivo por 
el cual la parte actora procedió a emitir la liquidación, indicando que el Fondo de 
Pensiones cumplió a cabalidad con la estricta carga impuesta en relación con el 
requerimiento previo al deudor moroso. 
 
Así mismo, indicó que dentro del presente proceso se realizaron a calidad todas 
las acciones persuasivas requeridas bajo las normas rectoras; por cuanto la AFP 
efectuó varios requerimientos a la convocada a través de la plataforma LITI SUITE. 
 
Finalmente, sostuvo que lo normando bajo la Resolución 2082 de 2016, en la cual 
el despacho argumenta la tesis que negó el mandamiento de pago, fue subrogada 
por la Resolución 1702 de 2021, y que dentro de la misma se regulan las acciones 
persuasivas y no el proceso de cobro jurídico el cual se encuentra reglamentado 
dentro de las normas de procedimiento laboral.  
 
Sobre el particular, es necesario precisar que en punto a las acciones de cobro la 
Ley 100 de 1993, en su artículo 24, señaló: 
 

“Art 24.- Acciones de cobro. Corresponde a las entidades administradoras de los 

diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 

de las obligaciones del empleador de conformidad con la reglamentación que expida 

el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación mediante la cual la 
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administradora determine el valor adeudado, prestará mérito ejecutivo” (subrayas 

fuera de texto).   

 
Para desarrollar la función legal precedentemente trascrita, el Decreto 1161 de 
1994 su artículo 13 consagra de lo siguiente:  
 
“Articulo 13.- ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades 

administradoras de los diferentes regímenes entablar contra los empleadores las 

acciones de cobro de las cotizaciones que se encuentren en mora así como de los 

intereses de mora a que haya lugar, pudiendo repetir contra los respectivos 

empleadores por los costos que haya demandado el trámite pertinente, en los 

términos señalados en el literal h) del artículo 14 del decreto 656 de 1994. 

 

Estas acciones deberán iniciarse de manera extrajudicial a más tardar 
dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora. 

Lo anterior es aplicable inclusive a las administradoras del Régimen de Prima Media 

con Prestación Definida, las cuales podrán iniciar los correspondientes procesos 

coactivos para hacer efectivos sus créditos de conformidad con el artículo 79 del 

Código Contencioso Administrativo y el artículo 112 de la Ley 6 de 1992 y demás 

normas que los adicionen o reformen. 
 

Parágrafo. En aquellos casos en que sea pertinente, las administradoras deberán 

informar al Fondo de Solidaridad Pensional sobre las acciones de cobro que deban 

adelantarse, con el objeto de que éste, si lo estima pertinente y por conducto de su 

representante, tome participación en el correspondiente proceso” (negrilla fuera de 
texto). 

 

Aunado a ello, el artículo 2º del Decreto 2633 de 1994 regula el trámite que se 
debe agotar con posterioridad a los plazos otorgados para que los empleadores 
realizan las consignaciones por concepto de aportes adeudados, en los siguientes 
términos:  
 
“Del procedimiento para constituir en mora al empleador. Vencidos los plazos 
señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte de los 
empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 

empleador moroso lo requerirá, si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la 

liquidación, la cual presentará mérito ejecutivo de conformidad con el artículo 24 de 

la Ley 100 de 1993” (negrillas fuera de texto original) 
 
En el mismo sentido el artículo 5 Ibidem señala que “Cobro por jurisdicción ordinaria. 

(…) Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por 

parte de los empleadores la entidad administradora, mediante comunicación 
dirigida al empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días 

siguientes a dicho requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a 

elaborar la liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo 

establecido en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993" (negrillas fuera de texto 
original).  
 
Así mismo, se han emitido varios decretos que regulan el trámite de cobro e 
igualmente resoluciones por parte de la UGPP, la cual en Resolución 2082 de 2016, 
consagro en sus artículos 11. 12 y 13, lo siguiente:  
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“ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN TÍTULO EJECUTIVO. La Unidad verificará que 

las administradoras privadas hayan expedido en un plazo máximo de cuatro (4) 
meses contado ·a partir de la fecha límite de pago, la liquidación que preste 

mérito ejecutivo sin perjuicio de lo dispuesto en las normas legales aplicables al 

respectivo subsistema. Y para las administradoras públicas, el plazo máximo para 

expedir el acto administrativo que preste mérito ejecutivo, es de seis (6) meses. 

ARTÍCULO 12. ACCIONES PERSUASIVAS. Una vez las Administradoras 

constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar al deudor como 

mínimo dos veces. El primer contacto lo deben realizar dentro de los quince (15) días 

calendario siguientes a la constitución 1 firmeza del título ejecutivo, según el caso, y 

el segundo, dentro de los treinta (30) días calendario siguientes a la fecha en que se 

realizó el primer contacto, sin superar cuarenta y cinco (45) días calendario, de 

conformidad con los criterios que se definen en el Anexo Técnico Capítulo 3. 

ARTÍCULO 13. ACCIONES JURÍDICAS. Vencido el plazo anterior las 

administradoras contarán con un plazo máximo de cinco (5) meses para dar inicio a 

las acciones de cobro coactivo o judicial, según el caso”. (Negrilla fuera de texto).  

Al tenor de las normas trascrita es preciso señalar que el proceso ejecutivo tiene 
como finalidad el cumplimiento forzado de una obligación, la cual debe constar en 
un documento que contiene el título, por lo que analizada su procedibilidad resulta 
necesario contrastarlo con las condiciones formales que debe reunir el documento 
base de la acción, revistiendo por lo tanto el carácter de requisito ad-solemnitatem 
y no simplemente ad probationen, siendo innegable que debe presentarse junto con 
la demanda todos los documentos que contengan la obligación exigible, si fuere del 
caso. 
 
En efecto, como ya se anotó en el auto materia de reproche, armonizando lo previsto 
en el artículo 24 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2633 de 1994 en sus artículos 
2 y 5, además de lo consagrado bajo Resolución 2082 de 2016 emitida por la UGPP, 
relativa a los estándares de acciones de cobro que deben implementar las 
Administradoras de Fondos de Pensiones, entre los cuales tal y como se adujo en 
precedencia por esta funcionaria judicial, se encuentra como exigibilidad haber 
presentado dentro de los 3 meses siguientes a la mora las acciones de cobro, 
requisito que se encuentra consagrado de conformidad con las normas traídas 
colación en auto recurrido y dentro de la presente providencia; pues tal como se 
adujo con anterioridad, los periodos requeridos por mora en relación por tres (03) 
trabajadores por los periodos de noviembre del año mil novecientos noventa y siete 
(1997), noviembre y diciembre del años dos mil uno (2001), y agosto del año dos 
mil doce (2012), por lo que se debía adelantar las gestiones dentro de los tres meses 
siguientes a constituida la mora y no solo hasta el veintidós (22) de febrero de dos 
mil veintidós (2022), como se consagró en providencia anterior; además según lo 
sustentando en su recurso la Administradora de fondo de pensiones allega en su 
escrito pantallazos de requerimientos efectuados a la parte a través de la aplicación 
LITISUITE; para lo cual, en este punto es relevante indicar que el fundamento que 
expone en el recurso, por una parte, no fue indicado en la demanda principal, pues 
no lo señaló en su sustentación fáctica, por lo que dicho argumento resulta 
impropio para los efectos, pues se deben atacar justamente los fundamentos de la 
decisión que se adoptó con base en la demanda inicial y no traer a debate 
argumentos nuevos.  
Así mismo, tal como indica la apoderada judicial de la parte actora, la UGPP le 
compete verificar que las administradoras privadas expidan el título ejecutivo que 
preste mérito ejecutivo en un plazo máximo de cuatro (4) meses contados a partir 
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de la fecha límite de pago, que en el caso de marras dicho requerimiento no se 
encuentra cumplido como quiera, que lo pretendido corresponde a las cotizaciones 
adeudadas por los periodos de noviembre del año mil novecientos noventa y siete 
(1997), noviembre y diciembre del años dos mil uno (2001), y agosto del año dos 
mil doce (2012), para lo cual se tiene que la fecha límite para la realización de la 
liquidación, en ese caso, hasta el mes de diciembre del año dos mil doce (2012), no 
obstante, la misma fue realizada hasta el 03 de octubre de dos mil veintidós (2022), 
esto es, pasados más de los 4 meses establecidos en la norma. 
 
A esto se le suma, que esta dependencia judicial no desconoce lo relacionado bajo 
la Resolución 1702 de 2021, la cual amplió el término para emitir la liquidación a 
9 meses; no obstante, dentro del auto que negó mandamiento este término no fue 
objeto de estudio, más aun cuando esta no resulta aplicable en el caso de marras, 
toda vez que su vigencia inició el 29 de junio de 2022 lo que implica que el término 
que refiere para realizar la respectiva liquidación solo es aplicable para aportes 
cuya mora se constituya con posterioridad.  
 
Aunado a lo anterior, y de conformidad con el análisis legal de las normas citadas, 
es claro que para que se establezca el título base de ejecución la parte interesada 
debe cumplir unos requisitos, entre los cuales se encuentran haber presentado 
dentro de los 3 meses siguientes a la mora las acciones de cobro requisito que, 
contrario a lo señalado por la apoderada judicial de la sociedad ejecutante, sí es 
necesario para constituir el título judicial y además encuentra fundamento no solo 
en el artículo 13 del Decreto 1161 de 1994, sino bajo el artículo 2.2.3.3.3 del 
Decreto 1833 de 2016, por cuanto dichos son normas rectoras que regula el 
presente trámite y de los cuales se encuentra en la obligación de cumplir. 
 
Por último, es preciso indicar que en concordancia con una interpretación 
exhaustiva a los normas precitadas, acogiéndose como nueva postura jurídica los 
precedentes normativos establecidos es criterio de esta operadora judicial, estudiar 
de manera armónica todas las disposiciones que regulan la materia, pues no es 
viable, como lo solicita la parte recurrente, dar plena aplicación únicamente a las 
normas que estima convenientes desconociendo lo dispuesto en los Decretos 
especiales aplicables a este subsistema, que se armonizan con las resoluciones 
expedidas por la unidad administrativa- UGPP. 
 
En conclusión, con lo preceptuado a juicio de este Despacho, al no cumplirse los 
requisitos allí dispuestos no se constituye el título ejecutivo de conformidad con el 
artículo 100 del C.P.T y la S.S, en concordancia con el art. 422 del C.G.P. 
 
Finalmente, se verifica que dentro del presente asunto no existen más trámites 
pendientes por resolver, razón por la cual se da aplicación a lo establecido en el 
Art. 122 del C.G.P. por integración normativa del Art. 145 del C.P.T. y de la S.S.  
 
En mérito de lo expuesto, este Despacho DISPONE:  
 
PRIMERO: NO REPONER el auto del trece (13) de diciembre de dos mil veintidós 
(2022), que negó el mandamiento de pago en la presente demanda ejecutiva.  
 
SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente previo a las desanotaciones que 
correspondan.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 
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BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., A los trece (13) días del mes de enero de 
dos mil veintitrés (2023), pasa al Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo 
No. 2022-01431, informando que fue remitido por la oficina correspondiente de 
reparto a través de medios electrónicos en un (1) cuaderno con 71 folios digitales. 
Sírvase proveer. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 
 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
De acuerdo con el informe que antecede, y una vez revisado el expediente, sería 
este el momento procesal oportuno para entrar a realizar el estudio sobre la 
procedencia del mandamiento de pago en el proceso de la referencia, de no ser 
porque se observa que éste despacho carece de competencia para adelantar el 
trámite. 
 
Tal es el caso, que debe traerse a colación lo preceptuado por el Magistrado Doctor 
LUIS BENEDICTO HERRERA DÍAZ de la Sala de Casación Laboral de la H. Corte 
Suprema de Justicia, en auto AL 5143-2022 del dos (02) de noviembre de dos mil 
veintidós (2022), que resolvió el conflicto de competencia presentado entre el 
Juzgado Civil del Circuito de Garagoa y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas 
Causas Laborales de Medellín, consagrando:  
 
“Para efectos del asunto objeto del debate, conviene recordar que el artículo 24 de la 
Ley 100 de 1993, señaló que «Corresponde a las entidades administradoras de los 
diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 
de las obligaciones del empleador […]»y, si bien es cierto que la ley no señaló una 
norma clara y precisa de la cual derivar la competencia para conocer de las 
actuaciones ejecutivas de que trata el precepto atrás citado cuando el cobro lo 
adelantan las administradoras del Régimen de Ahorro Individual, lo cierto es que por 
virtud de lo dispuesto en el art. 145 del CPTSS, en relación con la aplicación analógica 
y el principio de integración de las normas adjetivas, la solución al tema encuentra 
abrigo en lo dispuesto por el art. 110 de la misma codificación. 

En efecto, dispone el mentado precepto que «De las ejecuciones de que trata el artículo 
anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946, conocerán los jueces laborales del circuito del 
domicilio […]» del ISS o la seccional que hubiere proferido la resolución 
correspondiente «[…] y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por 
razón o cuantía», de donde resulta que en atención a que la normativa citada en 
precedencia regula el cobro de cuotas o cotizaciones que se adeudan, las cuales 
garantizan el derecho a la seguridad social de los afiliados que no fueron honradas 
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oportunamente por los empleadores, éste resulta ser absolutamente pertinente para 
el caso sub examine. 

Así lo ha venido sosteniendo la Corte, entre otros, en los pronunciamientos CSJ AL 
228-2021; CSJ AL 1046-2020; CSJ AL 4167-2019 y CSJ AL2940-2019 y, 
precisamente en el primero de los mencionados asentó: 

Sin embargo, aunque la legislación laboral no reguló con precisión la competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de 1993 
para las administradoras del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, lo cierto 
es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 
determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos de igual 
naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del régimen de 
prima media con prestación definida. 

Razón por la que en virtud del principio de integración normativa de las normas 
procedimentales es dable acudir a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem que refiere 
que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones promovidas por el ISS, 
con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que se le adeuden, es el 
juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o de la seccional en 
donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por medio de la cual declara 
la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 

Ahora, fluye del expediente que si bien el domicilio principal de la ejecutante es la 
ciudad de Medellín (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 23), y desde esa ciudad se libró 
el requerimiento por mora al deudor (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 15), lo cierto es 
que el título ejecutivo 14305-22 expresa inequívocamente haber sido expedido en el 
Municipio de Úmbita el 26 de mayo de 2022 (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 12), y 
dado que el art. 110 del CPTSS dispone como una de las alternativas para fijar la 
competencia la de «[…] la caja seccional del mismo (Instituto Colombiano de Seguros 
Sociales) que hubiere proferido la resolución correspondiente y de acuerdo con las 
reglas generales sobre competencia por razón o cuantía (subrayas de la Sala)», y allí 
decidió presentar la demanda la ejecutante, lo dicho orientaría a atribuir en cabeza 
del juzgado de Garagoa la competencia para adelantar el proceso ejecutivo que se 
ha venido analizando. 

Lo anterior sin desconocer lo dispuesto por el artículo 9.°del CPTSS, modificado por 
el artículo 7.° de la Ley 712 de 2001, que establece que «en los procesos que se sigan 
contra un municipio será competente el juez laboral del circuito del lugar donde se 
haya prestado el servicio. En los lugares donde no haya juez laboral del circuito 
conocerá el respectivo juez civil del circuito», en tanto que las reglas explicadas 

en precedencia son de carácter especial para los procesos ejecutivos en los 

cuales funge como ejecutante una administradora de pensiones y en los 

cuales se persigue el pago de las cotizaciones adeudadas por el empleador, 

sin que, en este caso en particular, se presente una antinomia entre ambas 

normas”. (negrilla fuera de texto) 

Para el caso en estudio, se trata de una demanda ejecutiva promovida por una 
persona jurídica SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 
CESANTÍAS PORVENIR S.A, quien por medio de apoderado judicial solicita se 
libre mandamiento de pago en contra de MUNICIPIO DE SALGAR, por lo cual, y 
de conformidad con los parámetros establecidos bajo el artículo 9 del C.P.T y la 
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S.S, modificado por el artículo 7 de la ley 712 de 2001, es competencia de los 
Jueces Laborales del Circuito los procesos que se sigan en contra de un municipio, 
por lo que considera este despacho judicial carecer de competencia para adelantar 
el trámite. 
 
En este orden de ideas, carece este Despacho de competencia para tramitar la 
presente Litis, por tanto, se ordenará el envío del proceso a la autoridad judicial 
competente, siendo ésta, los Juzgado Laborales del Circuito de esta ciudad, de 
acuerdo con lo preceptuado en el artículo 9 del C.P.T y la S. S modificado por el 
artículo 7 de la Ley 712 de 2001. 
 
Así las cosas, se DISPONE: 
 
1. RECHAZAR DE PLANO la demanda impetrada por SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS 
PORVENIR S.A., contra MUNICIPIO DE SALGAR, por carecer de 
competencia este Despacho de conformidad con artículo 9 del C.P.T y la S.S, 
modificado por el artículo 7 de la ley 712 de 2001.  
 

2. ENVIAR el proceso a la Oficina Judicial de Reparto, para que sea repartido 
ante los Juzgados Laborales del Circuito de Bogotá D.C., por ser ellos los 
competentes para conocer del presente litigio.   

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 

 

        

              

              

     

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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Ejecutivo No.  2022-01433 
Ejecutante: SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. 
Ejecutado: MUNICIPIO DE VISTA HERMOSA 

 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., A los trece (13) días del mes de enero de 
dos mil veintitrés (2023), pasa al Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo 
No. 2022-01433, informando que fue remitido por la oficina correspondiente de 
reparto a través de medios electrónicos en un (1) cuaderno con 71 folios digitales. 
Sírvase proveer. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 
 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
De acuerdo con el informe que antecede, y una vez revisado el expediente, sería 
este el momento procesal oportuno para entrar a realizar el estudio sobre la 
procedencia del mandamiento de pago en el proceso de la referencia, de no ser 
porque se observa que éste despacho carece de competencia para adelantar el 
trámite. 
 
Tal es el caso, que debe traerse a colación lo preceptuado por el Magistrado Doctor 
LUIS BENEDICTO HERRERA DÍAZ de la Sala de Casación Laboral de la H. Corte 
Suprema de Justicia, en auto AL 5143-2022 del dos (02) de noviembre de dos mil 
veintidós (2022), que resolvió el conflicto de competencia presentado entre el 
Juzgado Civil del Circuito de Garagoa y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas 
Causas Laborales de Medellín, consagrando:  
 
“Para efectos del asunto objeto del debate, conviene recordar que el artículo 24 de la 
Ley 100 de 1993, señaló que «Corresponde a las entidades administradoras de los 
diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 
de las obligaciones del empleador […]»y, si bien es cierto que la ley no señaló una 
norma clara y precisa de la cual derivar la competencia para conocer de las 
actuaciones ejecutivas de que trata el precepto atrás citado cuando el cobro lo 
adelantan las administradoras del Régimen de Ahorro Individual, lo cierto es que por 
virtud de lo dispuesto en el art. 145 del CPTSS, en relación con la aplicación analógica 
y el principio de integración de las normas adjetivas, la solución al tema encuentra 
abrigo en lo dispuesto por el art. 110 de la misma codificación. 

En efecto, dispone el mentado precepto que «De las ejecuciones de que trata el artículo 
anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946, conocerán los jueces laborales del circuito del 
domicilio […]» del ISS o la seccional que hubiere proferido la resolución 
correspondiente «[…] y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por 
razón o cuantía», de donde resulta que en atención a que la normativa citada en 
precedencia regula el cobro de cuotas o cotizaciones que se adeudan, las cuales 
garantizan el derecho a la seguridad social de los afiliados que no fueron honradas 
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oportunamente por los empleadores, éste resulta ser absolutamente pertinente para 
el caso sub examine. 

Así lo ha venido sosteniendo la Corte, entre otros, en los pronunciamientos CSJ AL 
228-2021; CSJ AL 1046-2020; CSJ AL 4167-2019 y CSJ AL2940-2019 y, 
precisamente en el primero de los mencionados asentó: 

Sin embargo, aunque la legislación laboral no reguló con precisión la competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de 1993 
para las administradoras del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, lo cierto 
es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 
determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos de igual 
naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del régimen de 
prima media con prestación definida. 

Razón por la que en virtud del principio de integración normativa de las normas 
procedimentales es dable acudir a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem que refiere 
que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones promovidas por el ISS, 
con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que se le adeuden, es el 
juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o de la seccional en 
donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por medio de la cual declara 
la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 

Ahora, fluye del expediente que si bien el domicilio principal de la ejecutante es la 
ciudad de Medellín (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 23), y desde esa ciudad se libró 
el requerimiento por mora al deudor (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 15), lo cierto es 
que el título ejecutivo 14305-22 expresa inequívocamente haber sido expedido en el 
Municipio de Úmbita el 26 de mayo de 2022 (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 12), y 
dado que el art. 110 del CPTSS dispone como una de las alternativas para fijar la 
competencia la de «[…] la caja seccional del mismo (Instituto Colombiano de Seguros 
Sociales) que hubiere proferido la resolución correspondiente y de acuerdo con las 
reglas generales sobre competencia por razón o cuantía (subrayas de la Sala)», y allí 
decidió presentar la demanda la ejecutante, lo dicho orientaría a atribuir en cabeza 
del juzgado de Garagoa la competencia para adelantar el proceso ejecutivo que se 
ha venido analizando. 

Lo anterior sin desconocer lo dispuesto por el artículo 9.°del CPTSS, modificado por 
el artículo 7.° de la Ley 712 de 2001, que establece que «en los procesos que se sigan 
contra un municipio será competente el juez laboral del circuito del lugar donde se 
haya prestado el servicio. En los lugares donde no haya juez laboral del circuito 
conocerá el respectivo juez civil del circuito», en tanto que las reglas explicadas 

en precedencia son de carácter especial para los procesos ejecutivos en los 

cuales funge como ejecutante una administradora de pensiones y en los 

cuales se persigue el pago de las cotizaciones adeudadas por el empleador, 

sin que, en este caso en particular, se presente una antinomia entre ambas 

normas”. (negrilla fuera de texto) 

Para el caso en estudio, se trata de una demanda ejecutiva promovida por una 
persona jurídica SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 
CESANTÍAS PORVENIR S.A, quien por medio de apoderado judicial solicita se 
libre mandamiento de pago en contra de MUNICIPIO DE VISTA HERMOSA, por 
lo cual, y de conformidad con los parámetros establecidos bajo el artículo 9 del 
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C.P.T y la S.S, modificado por el artículo 7 de la ley 712 de 2001, es competencia 
de los Jueces Laborales del Circuito los procesos que se sigan en contra de un 
municipio, por lo que considera este despacho judicial carecer de competencia 
para adelantar el trámite. 
 
En este orden de ideas, carece este Despacho de competencia para tramitar la 
presente Litis, por tanto, se ordenará el envío del proceso a la autoridad judicial 
competente, siendo ésta, los Juzgado Laborales del Circuito de esta ciudad, de 
acuerdo con lo preceptuado en el artículo 9 del C.P.T y la S. S modificado por el 
artículo 7 de la Ley 712 de 2001. 
 
Así las cosas, se DISPONE: 
 
1. RECHAZAR DE PLANO la demanda impetrada por SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS 
PORVENIR S.A., contra MUNICIPIO DE VISTA HERMOSA, por carecer de 
competencia este Despacho de conformidad con artículo 9 del C.P.T y la S.S, 
modificado por el artículo 7 de la ley 712 de 2001.  
 

2. ENVIAR el proceso a la Oficina Judicial de Reparto, para que sea repartido 
ante los Juzgados Laborales del Circuito de Bogotá D.C., por ser ellos los 
competentes para conocer del presente litigio. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 

 

        

              

              

     

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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Ejecutivo No.  2022-01452 
Ejecutante: SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR 

S.A. 
Ejecutado: MUNICIPIO DE CARTAGENA DEL CHAIRA 

 

 

INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., A los trece (13) días del mes de enero de 
dos mil veintitrés (2023), pasa al Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo 
No. 2022-01452, informando que fue remitido por la oficina correspondiente de 
reparto a través de medios electrónicos en un (1) cuaderno con 72 folios digitales. 
Sírvase proveer. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 
 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
De acuerdo con el informe que antecede, y una vez revisado el expediente, sería 
este el momento procesal oportuno para entrar a realizar el estudio sobre la 
procedencia del mandamiento de pago en el proceso de la referencia, de no ser 
porque se observa que éste despacho carece de competencia para adelantar el 
trámite. 
 
Tal es el caso, que debe traerse a colación lo preceptuado por el Magistrado Doctor 
LUIS BENEDICTO HERRERA DÍAZ de la Sala de Casación Laboral de la H. Corte 
Suprema de Justicia, en auto AL 5143-2022 del dos (02) de noviembre de dos mil 
veintidós (2022), que resolvió el conflicto de competencia presentado entre el 
Juzgado Civil del Circuito de Garagoa y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas 
Causas Laborales de Medellín, consagrando:  
 
“Para efectos del asunto objeto del debate, conviene recordar que el artículo 24 de la 
Ley 100 de 1993, señaló que «Corresponde a las entidades administradoras de los 
diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 
de las obligaciones del empleador […]»y, si bien es cierto que la ley no señaló una 
norma clara y precisa de la cual derivar la competencia para conocer de las 
actuaciones ejecutivas de que trata el precepto atrás citado cuando el cobro lo 
adelantan las administradoras del Régimen de Ahorro Individual, lo cierto es que por 
virtud de lo dispuesto en el art. 145 del CPTSS, en relación con la aplicación analógica 
y el principio de integración de las normas adjetivas, la solución al tema encuentra 
abrigo en lo dispuesto por el art. 110 de la misma codificación. 

En efecto, dispone el mentado precepto que «De las ejecuciones de que trata el artículo 
anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946, conocerán los jueces laborales del circuito del 
domicilio […]» del ISS o la seccional que hubiere proferido la resolución 
correspondiente «[…] y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por 
razón o cuantía», de donde resulta que en atención a que la normativa citada en 
precedencia regula el cobro de cuotas o cotizaciones que se adeudan, las cuales 
garantizan el derecho a la seguridad social de los afiliados que no fueron honradas 
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oportunamente por los empleadores, éste resulta ser absolutamente pertinente para 
el caso sub examine. 

Así lo ha venido sosteniendo la Corte, entre otros, en los pronunciamientos CSJ AL 
228-2021; CSJ AL 1046-2020; CSJ AL 4167-2019 y CSJ AL2940-2019 y, 
precisamente en el primero de los mencionados asentó: 

Sin embargo, aunque la legislación laboral no reguló con precisión la competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de 1993 
para las administradoras del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, lo cierto 
es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 
determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos de igual 
naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del régimen de 
prima media con prestación definida. 

Razón por la que en virtud del principio de integración normativa de las normas 
procedimentales es dable acudir a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem que refiere 
que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones promovidas por el ISS, 
con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que se le adeuden, es el 
juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o de la seccional en 
donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por medio de la cual declara 
la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 

Ahora, fluye del expediente que si bien el domicilio principal de la ejecutante es la 
ciudad de Medellín (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 23), y desde esa ciudad se libró 
el requerimiento por mora al deudor (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 15), lo cierto es 
que el título ejecutivo 14305-22 expresa inequívocamente haber sido expedido en el 
Municipio de Úmbita el 26 de mayo de 2022 (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 12), y 
dado que el art. 110 del CPTSS dispone como una de las alternativas para fijar la 
competencia la de «[…] la caja seccional del mismo (Instituto Colombiano de Seguros 
Sociales) que hubiere proferido la resolución correspondiente y de acuerdo con las 
reglas generales sobre competencia por razón o cuantía (subrayas de la Sala)», y allí 
decidió presentar la demanda la ejecutante, lo dicho orientaría a atribuir en cabeza 
del juzgado de Garagoa la competencia para adelantar el proceso ejecutivo que se 
ha venido analizando. 

Lo anterior sin desconocer lo dispuesto por el artículo 9.°del CPTSS, modificado por 
el artículo 7.° de la Ley 712 de 2001, que establece que «en los procesos que se sigan 
contra un municipio será competente el juez laboral del circuito del lugar donde se 
haya prestado el servicio. En los lugares donde no haya juez laboral del circuito 
conocerá el respectivo juez civil del circuito», en tanto que las reglas explicadas 

en precedencia son de carácter especial para los procesos ejecutivos en los 

cuales funge como ejecutante una administradora de pensiones y en los 

cuales se persigue el pago de las cotizaciones adeudadas por el empleador, 

sin que, en este caso en particular, se presente una antinomia entre ambas 

normas”. (negrilla fuera de texto) 

Para el caso en estudio, se trata de una demanda ejecutiva promovida por una 
persona jurídica SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 
CESANTÍAS PORVENIR S.A, quien por medio de apoderado judicial solicita se 
libre mandamiento de pago en contra de MUNICIPIO DE CARTAGENA DEL 
CHAIRA, por lo cual, y de conformidad con los parámetros establecidos bajo el 
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artículo 9 del C.P.T y la S.S., modificado por el artículo 7 de la ley 712 de 2001, es 
competencia de los Jueces Laborales del Circuito los procesos que se sigan en 
contra de un municipio, por lo que considera este despacho judicial carecer de 
competencia para adelantar el trámite. 
 
En este orden de ideas, carece este Despacho de competencia para tramitar la 
presente Litis, por tanto, se ordenará el envío del proceso a la autoridad judicial 
competente, siendo ésta, los Juzgado Laborales del Circuito de esta ciudad, de 
acuerdo con lo preceptuado en el artículo 9 del C.P.T y la S. S modificado por el 
artículo 7 de la Ley 712 de 2001. 
 
Así las cosas, se DISPONE: 
 
1. RECHAZAR DE PLANO la demanda impetrada por SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS 
PORVENIR S.A., contra MUNICIPIO DE CARTAGENA DEL CHAIRA, por 
carecer de competencia este Despacho de conformidad con artículo 9 del C.P.T 
y la S.S., modificado por el artículo 7 de la ley 712 de 2001.  
 

2. ENVIAR el proceso a la Oficina Judicial de Reparto, para que sea repartido 
ante los Juzgados Laborales del Circuito de Bogotá D.C., por ser ellos los 
competentes para conocer del presente litigio. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 

 

        

              

              

     

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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INFORME SECRETARIAL: Bogotá D.C., A los veintisiete (27) días del mes de enero 
de dos mil veintitrés (2023), pasa al Despacho de la señora Juez el proceso ejecutivo 
No. 2023-00062, informando que fue remitido por competencia por el Juzgado 
Segundo Promiscuo Municipal de Montenegro- Quindío, de conformidad con el 
auto proferido en calenda del trece (13) de diciembre de dos mil veintidós (2022), 
en un cuaderno con 88 folios digitales. Sírvase proveer. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 
 

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 
BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., seis (6) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 
De acuerdo con el informe que antecede, y una vez revisado el expediente, sería 
este el momento procesal oportuno para entrar a realizar el estudio sobre la 
procedencia del mandamiento de pago en el proceso de la referencia, de no ser 
porque se observa que éste despacho carece de competencia para adelantar el 
trámite. 
 
Tal es el caso, que debe traerse a colación lo preceptuado por el Magistrado Doctor 
LUIS BENEDICTO HERRERA DÍAZ de la Sala de Casación Laboral de la H. Corte 
Suprema de Justicia, en auto AL 5143-2022 del dos (02) de noviembre de dos mil 
veintidós (2022), que resolvió el conflicto de competencia presentado entre el 
Juzgado Civil del Circuito de Garagoa y el Juzgado Tercero Municipal de Pequeñas 
Causas Laborales de Medellín, consagrando:  
 
“Para efectos del asunto objeto del debate, conviene recordar que el artículo 24 de la 
Ley 100 de 1993, señaló que «Corresponde a las entidades administradoras de los 
diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 
de las obligaciones del empleador […]»y, si bien es cierto que la ley no señaló una 
norma clara y precisa de la cual derivar la competencia para conocer de las 
actuaciones ejecutivas de que trata el precepto atrás citado cuando el cobro lo 
adelantan las administradoras del Régimen de Ahorro Individual, lo cierto es que por 
virtud de lo dispuesto en el art. 145 del CPTSS, en relación con la aplicación analógica 
y el principio de integración de las normas adjetivas, la solución al tema encuentra 
abrigo en lo dispuesto por el art. 110 de la misma codificación. 

En efecto, dispone el mentado precepto que «De las ejecuciones de que trata el artículo 
anterior y el 32 de la Ley 90 de 1946, conocerán los jueces laborales del circuito del 
domicilio […]» del ISS o la seccional que hubiere proferido la resolución 
correspondiente «[…] y de acuerdo con las reglas generales sobre competencia por 
razón o cuantía», de donde resulta que en atención a que la normativa citada en 
precedencia regula el cobro de cuotas o cotizaciones que se adeudan, las cuales 
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garantizan el derecho a la seguridad social de los afiliados que no fueron honradas 
oportunamente por los empleadores, éste resulta ser absolutamente pertinente para 
el caso sub examine. 

Así lo ha venido sosteniendo la Corte, entre otros, en los pronunciamientos CSJ AL 
228-2021; CSJ AL 1046-2020; CSJ AL 4167-2019 y CSJ AL2940-2019 y, 
precisamente en el primero de los mencionados asentó: 

Sin embargo, aunque la legislación laboral no reguló con precisión la competencia 
para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 de la Ley 100 de 1993 
para las administradoras del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, lo cierto 
es que el artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 
determina la competencia del juez laboral para conocer en asuntos de igual 
naturaleza, pero en relación al Instituto de Seguros Sociales, dentro del régimen de 
prima media con prestación definida. 

Razón por la que en virtud del principio de integración normativa de las normas 
procedimentales es dable acudir a lo dispuesto en el artículo 110 ibidem que refiere 
que el funcionario competente para conocer de la ejecuciones promovidas por el ISS, 
con el objeto de lograr el pago de las cuotas o cotizaciones que se le adeuden, es el 
juez del lugar del domicilio de dicho ente de seguridad social o de la seccional en 
donde se hubiere proferido la resolución, título ejecutivo, por medio de la cual declara 
la obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 

Ahora, fluye del expediente que si bien el domicilio principal de la ejecutante es la 
ciudad de Medellín (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 23), y desde esa ciudad se libró 
el requerimiento por mora al deudor (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 15), lo cierto es 
que el título ejecutivo 14305-22 expresa inequívocamente haber sido expedido en el 
Municipio de Úmbita el 26 de mayo de 2022 (PDF 004 Anexo - Expediente f.° 12), y 
dado que el art. 110 del CPTSS dispone como una de las alternativas para fijar la 
competencia la de «[…] la caja seccional del mismo (Instituto Colombiano de Seguros 
Sociales) que hubiere proferido la resolución correspondiente y de acuerdo con las 
reglas generales sobre competencia por razón o cuantía (subrayas de la Sala)», y allí 
decidió presentar la demanda la ejecutante, lo dicho orientaría a atribuir en cabeza 
del juzgado de Garagoa la competencia para adelantar el proceso ejecutivo que se 
ha venido analizando. 

Lo anterior sin desconocer lo dispuesto por el artículo 9.°del CPTSS, modificado por 
el artículo 7.° de la Ley 712 de 2001, que establece que «en los procesos que se sigan 
contra un municipio será competente el juez laboral del circuito del lugar donde se 
haya prestado el servicio. En los lugares donde no haya juez laboral del circuito 
conocerá el respectivo juez civil del circuito», en tanto que las reglas explicadas 

en precedencia son de carácter especial para los procesos ejecutivos en los 

cuales funge como ejecutante una administradora de pensiones y en los 

cuales se persigue el pago de las cotizaciones adeudadas por el empleador, 

sin que, en este caso en particular, se presente una antinomia entre ambas 

normas”. (negrilla fuera de texto) 

Para el caso en estudio, se trata de una demanda ejecutiva promovida por una 
persona jurídica SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 
CESANTÍAS PORVENIR S.A, quien por medio de apoderado judicial solicita se 
libre mandamiento de pago en contra de MUNICIPIO DE ALPUJARRA , por lo 
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cual, y de conformidad con los parámetros establecidos bajo el artículo 9 del C.P.T 
y la S.S., modificado por el artículo 7 de la ley 712 de 2001, es competencia de los 
Jueces Laborales del Circuito los procesos que se sigan en contra de un municipio, 
por lo que considera este despacho judicial carecer de competencia para adelantar 
el trámite. 
 
En este orden de ideas, carece este Despacho de competencia para tramitar la 
presente Litis, por tanto, se ordenará el envío del proceso a la autoridad judicial 
competente, siendo ésta, los Juzgado Laborales del Circuito de esta ciudad, de 
acuerdo con lo preceptuado en el artículo 9 del C.P.T y la S. S modificado por el 
artículo 7 de la Ley 712 de 2001. 
 
Así las cosas, se DISPONE: 
 
1. RECHAZAR DE PLANO la demanda impetrada por SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS 
PORVENIR S.A., contra MUNICIPIO DE ALPUJARRA, por carecer de 
competencia este Despacho de conformidad con artículo 9 del C.P.T y la S.S., 
modificado por el artículo 7 de la ley 712 de 2001.  
 

2. ENVIAR el proceso a la Oficina Judicial de Reparto, para que sea repartido 
ante los Juzgados Laborales del Circuito de Bogotá D.C., por ser ellos los 
competentes para conocer del presente litigio. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

DIANA CAROLINA ZULUAGA DUQUE 
JUEZ 

 

        

              

              

     

JUZGADO DÉCIMO MUNICIPAL DE 
PEQUEÑAS CAUSAS LABORALES DE 

BOGOTÁ D.C. 
 
 

En Bogotá D.C. el día 7 de marzo de 2023 
con fijación en el Estado No. 032 fue 

notificado el auto anterior. 
 
 
 

JESSICA LORENA MERCHÁN MAZA 
Secretaria      
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